
 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

ASUNTO Apelación Sentencia - Verbal 

DEMANDANTE María Eugenia Cano Pulgarín 

DEMANDADOS John Fredy Arango Bolívar y otros. 

DECISIÓN Modifica y revoca parcialmente  

PROCESO RDO. 05266-31-53-001-2014-00487-01 

 

Medellín, veinte de mayo de dos mil veintidós. 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA: María Eugenia Cano Pulgarín, por medio de apoderada judicial, 

presentó demanda de responsabilidad contractual en contra de Patricia Álvarez 

Gómez, Alberto Zapata Burgos y John Fredy Arango Bolívar, con las siguientes 

pretensiones: 

 

a. Se declare que entre la demandante -contratante- y el ingeniero 

Alberto Zapata Burgos -contratista-, existió un contrato de obra cuyo 

objeto era la construcción de un semisótano y el primer piso del 

inmueble ubicado en la Calle 46E Sur N° 39D -30, en Envigado El 

Trianón.  

b. Se declare civilmente responsables a los constructores, ingeniero 

Alberto Zapata Burgos y a la arquitecta Patricia Álvarez Gómez del 

incumplimiento contractual, al dejar la obra sin concluir, en un 

porcentaje equivalente al 25%. 

c. Se condene a los codemandados en mención al pago de los daños 

materiales y morales que le ocasionaron “a raíz de la omisión en que 

incurrieron los constructores en la construcción del eje central de la 

edificación, el cual consistía en vaciar diez columnas de las proyectadas 

en los cálculos estructurales, de las cuales omitieron construir 4 y fue 

ese el daño causante de que la edificación se asentara y se fisurara a sí 

misma y a las edificaciones de los colindantes.  
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d. Se declare la existencia de un contrato de prestación servicios 

profesionales entre la demandante como contratante y el arquitecto 

John Fredy Arango Bolívar. 

e. Se declare civilmente responsable a John Fredy Arango Bolívar, por 

el incumplimiento contractual, por no haber renovado la licencia de 

construcción para el 2013. 

e. Se condene a los demandados al pago de los daños materiales y 

morales ocasionados a la demandante, los cuales discriminó así: 

 

 Daños materiales o patrimoniales imputables a los demandados Alberto 

Zapata Burgos y Patricia Álvarez  

-Por concepto de daño emergente, la suma de 34’190.693°°, 

discriminados así: (i) $6’800.000°° por pago hecho a los nuevos 

constructores para finalizar la construcción en el 25% que faltó debido 

al incumplimiento contractual; (ii) $12’000.000°° por concepto de 

indemnización de perjuicios pagados a la vecina Mónica Mattos, por 

daños causados al  inmueble de esta; (iii) $6’800.000°° por la reparación 

del inmueble del colindante Fernando Antonio González Palacio; (iv) 

$500.000°° por el pago que se hizo a Fernando Díaz Espinosa por la 

certificación estructural de sismo resistencia; (v) $1’500.000°° por el 

estudio técnico presentado por Fernando Díaz Espinosa en el trámite de 

la querella; (vi) $2’000.000°° por las memorias estructurales 

presentadas por Fernando Díaz Espinosa, (vii) $500.000°° por los planos 

arquitectónicos presentados por Víctor Manuel Zapata para ejercer la 

defensa técnica; (viii) $1’890.693°° pagados en la Curaduría Segunda 

de Envigado por la modificación a la licencia de construcción y (ix) 

$2’000.000°° por gastos en copias para la inspección y transporte 

personal de documentos.  

 

-Por concepto de lucro cesante, la suma de $15’000.000°° que dejó de 

percibir entre octubre de 2013 y febrero de 2014, a raíz de un salario 

mensual de $3’000.000°° mensuales, producto del trabajo 

independiente como técnica en masoterapia y cosmetología.  

 

-Daños morales objetivados: La suma de 50 smlmv, que equivalen a 

$30’780.000°°. 



Recurso de apelación 

Rad. 05266-31-53-001-2014-00487-01 

Sentencia 063 de 2022 

Página 3 de 43 
 

 

-Daños morales subjetivos: La suma de 50 smlmv, que equivalen a 

$30’780.000°°. 

 Daños materiales o patrimoniales imputables al arquitecto John 

Fredy Arango Bolívar: $6’000.000°° por concepto de daño 

emergente, por la modificación y renovación de la licencia de 

construcción que nunca tramitó. 

 

- Todo lo anterior más intereses moratorios desde la fecha de 

abandono definitivo de la construcción liquidados a una y media vez 

el interés bancario corriente para cada periodo por la Superfinanciera 

hasta que se satisfaga la obligación, más la indexación y las costas 

del proceso.  

  

Como fundamento de lo pretendido, la apoderada judicial de la parte 

demandante expuso: 

 

a. La demandante es propietaria del bien inmueble identificado con el folio de 

matrícula inmobiliaria 001-16187, “distinguido con la nomenclatura urbana 

denominado lote 22, manzana 10 casa número 16-A Calle 8 de la Urbanización 

Trianón de Envigado, con una cabida de ciento cuarenta y cinco (145) metros 

cuadrados  y la casa en él edificada, que consta de dos pisos, y sus demás 

mejoras y anexidades, distinguida con el número 39-30 cuya nomenclatura 

actual es Calle 46E Sur Nro. 39D-30 y cuyos linderos generales son: por el 

frente con la calle 8, hoy calle 46E-Sur; por el fondo con parte del lote 1; por 

un costado con el lote 21 y por el otro costado con la carrera 16 A (16-A)”. 

 

b. En 2006, la demandante se acercó a las instalaciones de la Curaduría Primera 

de Envigado, para averiguar los requisitos y procedimientos para la 

construcción y reforma que se podía hacer en el inmueble y allí le indicaron 

que para ello necesitaba unos planos arquitectónicos y estructurales, para lo 

cual le sugirieron contactar al arquitecto John Fredy Arango Bolívar. 

 

c. La demandante se comunicó con el profesional John Fredy Arango, quien 

ofreció el siguiente paquete: “Cálculos estructurales, estudio de suelos, planos 

arquitectónicos y las diligencias pertinentes en la Curaduría y el municipio de 
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Envigado, todo ello por la suma de $7.000.000”.  Al respecto, entre la 

demandante María Eugenia Cano Pulgarín y el arquitecto John Fredy Arango, 

se celebró un contrato consensual y dicha suma fue cancelada en diferentes 

cuotas, no obstante, el arquitecto en forma tardía hizo el trabajo y 

constantemente requería más dinero, dizque para el ingeniero calculista José 

Ernesto Palacio Arbeláez, para lo cual solicitó alrededor de $700.000°°, para 

un total de $7’700.000°°. 

 

d. La licencia de construcción con número de trámite C1-2179-2006 fue 

aprobada mediante la Resolución N° RL46-2007 de 19 de enero de 2007. 

 

e. Para la ejecución de la obra, el arquitecto John Fredy Arango Bolívar 

recomendó a la demandante contratar al ingeniero Luis Alberto Zapata Burgos, 

quien llevó a la arquitecta Patricia Álvarez. En ese momento la intención de la 

demandante era reforzar la casa, para construir encima 3 apartamentos y un 

dúplex, no obstante, los profesionales dijeron que había que demoler la 

vivienda, sin ninguna explicación al respecto. 

 

f. Los profesionales presentaron varias propuestas para la ejecución de la obra 

y finalmente acordaron un valor de $30’000.000°°, que incluía mano de obra 

y equipo. El contrato apenas fue suscrito por la arquitecta Patricia Álvarez 

Gómez, en la condición de contratista constructora, quien señaló que no era 

necesaria la firma del ingeniero Zapata Burgos. Dicho contrato tenía por objeto 

la construcción del semisótano y el primer piso de la edificación. La suma de 

dinero acordada se pagó en la forma y términos convenidos. 

 

g. El contrato todo costo no incluía el material, pero la demandante siempre 

cumplió con el material requerido por los constructores para el adelantamiento 

de la obra sin contratiempos. No obstante, hubo una parte de lo acordado 

frente a la construcción que no se hizo, por cuanto los constructores Patricia 

Álvarez Gómez y Alberto Zapata Burgos abandonaron la obra sin terminar en 

un 25% aproximadamente, por lo que la demandante tuvo que sacar dinero y 

terminar ese 25% de la obra, lo cual tuvo un costo de $7’000.000°°. Ese 25% 

que no se ejecutó, corresponde a: “La construcción de piso del parqueadero, 

morteros y enchapes y las escalas internas al primer piso. Impermeabilización 

pisos y muros por humedad. Revoque de paredes parqueadero. Terminación 
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enchape andén en piedra. 2 ventanas insoluces. Plomería para parqueaderos 

y el primer piso. Electricidad”. 

 

h. Aparte del abandono de la obra y el incumplimiento contractual, la obra 

elevada por los demandados presenta las siguientes irregularidades: (i) el 

acceso al primer piso quedó muy alto, por lo que, para subir a este, hay que 

escalar un monto de 7 u 8 escalones, cuando se había estipulado construirlo 

perfectamente con una altura de 2 o 3 escalones; y, además, (ii) luego de unos 

años de construida la edificación, el garaje o semisótano se desniveló por el 

asentamiento de la tierra. 

 

i. En 2012, la demandante se acercó de nuevo a la Curaduría para continuar 

con la construcción, pero le indicaron que la licencia de construcción estaba 

vencida, por lo que debía radicar una solicitud de renovación y modificación a 

la licencia de construcción. La demandante llamó al arquitecto John Fredy 

Arango Bolívar, quien señaló que él ya tenía los estudios de suelo, que había 

que cancelar unos cálculos estructurales y arquitectónicos y que él los hacía 

por la suma de $6’000.000°°. 

 

j. La demandante se dirigió a la Curaduría Segunda de Envigado a exponer la 

situación y allí encontró que el arquitecto John Fredy Arango Bolívar, apenas 

había llevado los planos arquitectónicos presentados en 2007, sin cambio 

alguno aparente, a lo que la demandante lo llamó y este indicó que no se 

preocupara, y efectivamente entregaron la licencia. 

 

k. En 2013 la demandante comenzó a construir conforme a la estructura que 

dejaron los constructores en 2007. Se hicieron 3 losas: la del segundo, tercero 

y cuarto piso. Ahí empezaron a descubrirse todas las fallas estructurales del 

edificio por culpa exclusiva de los demandados, además, los inmuebles 

colindantes empezaron a sufrir daños “fisurales”, los cuales  aparentemente no 

eran de gravedad y al parecer resultaban normales por la construcción; pero, 

ante la insistencia de los vecinos en que los daños sí eran de alto riesgo y 

graves, en la Curaduría Segunda, pese a que advirtieron que no había 

gravedad, dijeron que la demandante  se comprometiera a repararlos una vez 

terminara la construcción. 
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l. Una vecina, la señora Mónica Mattos, disgustada con la construcción, obligó 

a la Oficina de Planeación Municipal a hacer una visita técnica a la construcción 

de la demandante. Allí, los empleados de dicha entidad, al constatar los planos, 

indicaron que a la construcción le faltaba el eje central, que la construcción era 

catalogada como de alto riesgo y que era delicado cambiar la estructura con 

las respectivas normas. La demandante al enterarse de tal situación, “le dio un 

pavor tremendo sintió que el mundo se derrumbaba a sus pies al comprobar 

que el ingeniero ALBERTO ZAPATA BURGOS y la arquitecta PATRICIA 

ALVAREZ, no hicieron el eje central requerido para la construcción y realizaron 

cambios arquitectónicos sin su anuencia, desatendiendo los planos y cálculos 

realizados por el ingeniero Ernesto Palacio Arbeláez, cálculos que estaban 

incluidos dentro de los $7.000.000 pagados al arquitecto JHON FREDY ARANGO 

en el año 2007. 

 

m. En 2007, el ingeniero José Ernesto Palacio Arbeláez, calculó para la 

construcción inicial unos soportes de diez columnas, pero sucedió que los 

constructores apenas hicieron seis columnas, lo cual debilitó la estructura y 

llevó a que la misma se asentara, además, las columnas que se hizo no fueron 

porticadas en pilas profundas (6 o 7 metros), sino que más bien fueron tipo 

zapatas. Ante la omisión de construir las cuatro columnas faltantes se eliminó 

el eje central de la edificación o columna vertebral, y esa modificación a la 

estructura no fue conocida por la curaduría, pues allí reposaba solo los planos 

aprobados con las diez columnas. Sin embargo, en el semisótano de la 

edificación, se encontró un plano de los constructores en el que apenas estaba 

dibujado seis de las diez columnas calculadas inicialmente. 

 

n. La demandante fue citada en reiteradas ocasiones a la inspección de policía 

por la señora Mattos y allí acudió, acompañada por la arquitecta Patricia 

Álvarez, quien aportó un informe, en el que adujo que al visitar la construcción 

no se encontró ningún daño y que los daños de los colindantes serían 

reparados, por ser los normales de la construcción. 

 

ñ. En la Curaduría requirieron a la demandante para que radicara con urgencia 

la solicitud de cambios estructurales y un certificado, en el que constara que 

esas modificaciones efectuadas en 2007 cumplían con la norma de sismo 
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resistencia, por lo cual Patricia Álvarez recomendó a Fernando Díaz Espinosa, 

quien cobró $500.000°° por esa labor.  

 

o. Para defenderse de los pleitos con Mónica Mattos, la demandante requirió 

unas memorias y cálculos estructurales, para lo cual tuvo que acudir al 

ingeniero Fernando Díaz Espinosa quien cobró $1’500.000°° por esos planos y 

por el acompañamiento a las querellas en la inspección de policía. 

 

p. La demandante concilió con Mónica Mattos por $12’000.000°° y con el otro 

colindante -Fernando González-, a quien se le hizo la reforma a todo costo, por 

$6’500.000°°. 

 

q. En 2014, el ingeniero José Ernesto Palacio Arbeláez, ingeniero civil que, en 

2007, proyectó la necesidad de soportar la edificación inicial con diez columnas, 

hizo una visita técnica para conocer qué refuerzos requería la construcción en 

conjunto y propuso reforzar la cimentación, en busca de la repotenciación del 

edificio. 

 

r. Pese a tanto dinero invertido por el mal proceder de los constructores, el 

edificio se encuentra terminado en un 80%, pero la demandante está 

devastada anímicamente, por padecer tanto inconveniente, por haber perdido 

tanto dinero para corregir la irresponsabilidad de unos supuestos profesionales, 

al punto que tuvo que vender, por $145’000.000°°, un apartamento ubicado 

en Robledo, con el fin de cubrir obligaciones crediticias adquiridas con una 

entidad financiera para lograr la terminación de la obra e intentar recuperar 

algo de lo perdido. En resumen, si los presuntos profesionales no hubiesen 

eliminado el eje central de la construcción inicial, se hubiese evitado todos 

estos perjuicios.  

 

s. La demandante, es una persona organizada, pues apenas cuatro años 

después de la construcción inicial, renovó la licencia de construcción para 

ejecutar los pisos superiores, con el producto del trabajo que tenía como 

directora de su propia microempresa de salud y bienestar, en la que ofrecía a 

los clientes servicios de cosmetología y masoterapia, pero a raíz de tanto 

inconveniente derivado de la construcción, no pudo continuar con esa labor, 

por no disponer de tiempo. Además, ante la pérdida del apartamento, que era 
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el sitio donde atendía habitualmente a la clientela, ahora esporádicamente hace 

uno que otro domicilio. 

 

2. CONTESTACIÓN:  

 

2.1. El codemandado John Fredy Arango Bolívar, debidamente notificado en 

forma personal (fol. 389), por medio de apoderado judicial, se opuso a las 

pretensiones de la demanda y propuso las siguientes “excepciones”: (i) “Cobro 

de lo no debido”, (ii) “Mala fe y temeridad de la actora”, (iii) “Buena fe”, y (iv) 

“Enriquecimiento sin justa causa”. Como excepción previa, propuso la de “Falta 

de legitimación en la causa”, la cual fue despachada desfavorablemente en 

auto de 19 de febrero de 2016. 

 

2.2. El codemandado Luis Alberto Zapata Burgos, notificado por medio de 

apoderado judicial (fol. 432), se opuso a las pretensiones de la demanda y 

propuso las siguientes “excepciones”: (i) “Inexistencia de relación contractual”, 

(ii) “Inexistencia de solidaridad”, (iii) “Falta de legitimación en la causa por 

pasiva”, (iv) “Carencia de sustento fáctico y jurídico” y (v) “las genéricas”. 

Como excepción previa, propuso la de “Falta de legitimación en la causa”, la 

cual fue despachada desfavorablemente en auto de 19 de febrero de 2016. 

 

2.3. La codemandada Patricia Álvarez Gómez, notificada por conducta 

concluyente (fol. 578), se opuso a las pretensiones de la demanda y propuso 

las siguientes “excepciones”: (i) “Cumplimiento de contrato”, (ii) “Inexistencia 

de solidaridad”, (iii) “Carencia de sustento fáctico y jurídico” y (iv) “las 

genéricas”. Como excepción previa, propuso la de “Ineptitud de la demanda 

por falta de requisitos formales”, la cual fue despachada desfavorablemente en 

auto de 19 de febrero de 2016. 

 

3. SENTENCIA: En diligencia de 08 de marzo de 2018, el Juzgado 002 Civil del 

Circuito de Envigado, decidió:  

 

“PRIMERO: SE DECLARA la existencia de un contrato de obra entre la 

señora MARIA EUGENIA CANO PULGARÍN en calidad de contratante y 

los señores ALBERTO ZAPATA BURGOS Y PATRICIA ÁLVAREZ GÓMEZ 

como contratistas, respecto de la obra que deba ejecutarse en la Calle 

46 E sur # 39 D 30 del Municipio de Envigado. 



Recurso de apelación 

Rad. 05266-31-53-001-2014-00487-01 

Sentencia 063 de 2022 

Página 9 de 43 
 

  

 SEGUNDO: Se DECLARA que los señores ALBERTO ZAPATA BURGOS Y 

PATRICIA ÁLVAREZ GÓMEZ, incumplieron el contrato mencionado por 

cuanto el edificio presenta fallas estructurales y en consecuencia, se les 

CONDENA a que paguen a la demandante la suma total de DOS 

MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M.L. ($2.500.000), tasación del 

perjuicio acreditado. 

 

-Se NIEGAN los demás perjuicios solicitados. 

 

TERCERO: SE DECLARA la existencia de un contrato de prestación de 

servicios profesionales entre la señora MARIA EUGENIA CANO 

PULGARÍN como contratante y el arquitecto JOHN FREDDY ARANGO 

BOLÍVAR, pero SE NIEGA la pretensión de declararlo civilmente 

responsable por incumplimiento contractual y en consecuencia queda 

exento de toda responsabilidad. 

 

CUARTO: La parte demandante deberá sufragar a favor del Consejo 

Superior de la Judicatura- Dirección de Administración Judicial, la suma 

de NOVECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M.L. ($950.000), si no lo 

hace se adelantará el respectivo cobro coactivo (…) 

 

-La suma de DOS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M.L. 

($2.500.000), a la cual asciende la condena a favor de la demandante, 

deberá pagarse indexada desde el momento en que se realizó la 

erogación por parte de la demandante y hasta el día de la sentencia 

(…)”. 

 

3.1. El juez de primer grado, tras valorar las pruebas obrantes en el expediente, 

señaló que no se acreditó que en la obra existiera pendientes y mucho menos 

que el 25% de lo contratado no hubiese sido cumplido por los demandados 

Patricia Álvarez Gómez y el ingeniero Alberto Zapata Burgos. No obstante, 

precisó que estos sí incurrieron en incumplimiento contractual, en tanto la obra 

presenta “patologías”, tal y como se advirtió en el peritaje rendido por el 

experto Yosef Farbiarz, del que se concluye que los cimientos del edificio Cano, 

no se hicieron de conformidad con los planos estructurales, ni según el estudio 

de suelos, sino de forma más superficial. El juzgador determinó que, del 

dictamen se deriva que los constructores sí habrían incumplido obligaciones 
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contractuales, al no construir el edificio de acuerdo con los planos estructurales 

o, en definitiva, en atención a las normas de sismo resistencia.  

 

3.2. El juez trajo a consideración que los constructores de la segunda etapa 

también influyeron en los daños estructurales, pero no de forma exclusiva, por 

lo que en este caso habría una especie de solidaridad, entre los constructores 

de la primera etapa -demandados- y los de la segunda etapa, lo cual indica 

que cualquiera estaría obligado al pago de toda la obligación. A lo cual agregó 

que, si por tratarse de dos contratos no pudiera hablarse de solidaridad, 

entonces habría dos incumplimientos y cada contratista respondería por lo 

suyo. No obstante, precisó que, en este caso, a los demandados Patricia 

Álvarez y Alberto Zapata, son imputables las falencias en cimentación y 

estructura. 

 

3.3. En relación con el demandado John Fredy Arango Bolívar, el funcionario 

judicial expuso que este no influyó en la construcción, ni gestionó, ni promovió 

el cambio estructural y tampoco incumplió alguna obligación, en tanto fue 

contratado para obtener una licencia, así como la ampliación de la misma, lo 

cual se cumplió, sin que de allí se derive la supuesta responsabilidad. 

 

3.4. El juez señaló que tanto del dictamen del ingeniero Yosef Farbiarz como 

de la versión del ingeniero Fernando Díaz, se desprende que la construcción 

del edificio Cano, afectó la edificación de la vecina Mónica Mattos, aunque es 

posible advertir que esa casa ya contaba con humedades en el primer piso, lo 

que se traduciría en una culpa parcial de la víctima y por ende rebajaría la 

indemnización que en su momento se debió originar a favor de ella. Asimismo, 

el juez señaló que en tal situación también habría influido el constructor de la 

segunda etapa, ya que quedó acreditado que gran cantidad de grietas y fisuras, 

se pronunciaron con la construcción de los pisos superiores, por lo que habría 

una especie de solidaridad, por lo que la demandante apenas podría cobrar a 

los demás deudores la cuota de la influencia de ellos en la obligación, que en 

principio solo sería una tercera parte, incluyendo a la dueña de la obra y a cada 

constructor, con la advertencia de que la demandante no podría cobrar todo, 

porque ella es deudora de esa misma obligación, al beneficiarse de la 

construcción.  
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Al respecto, el juzgador precisó que, como la demandante pagó $12’000.000°° 

a la vecina Mónica Mattos, lo cierto es que de esa suma, aquella apenas debía 

pagar $6’000.000°°, porque las humedades de la casa afectada, tuvieron un 

papel determinante en una proporción igual a la de la construcción, por lo que 

concluyó que si solo se debieron pagar $6’000.000°°, en atención a las 

relaciones internas de solidaridad, es claro que cada  uno de los que influyó en 

la construcción -la propietaria de la obra y los constructores de la etapa 1 y de 

la 2-, deben responder en iguales proporciones, razón por la que la 

demandante apenas está habilitada para reclamar a los demandados Patricia 

Álvarez Gómez y Alberto Zapata Burgos, la cantidad de $2’000.000°°.  

 

Sobre el particular, el juez de primer grado señaló que tal responsabilidad no 

puede predicarse respecto al vecino Fernando González Palacio, en tanto que 

respecto a este no se acreditó el daño o la afectación, por lo que, si la 

demandante en algún momento lo indemnizó sin una prueba fehaciente del 

daño o de la afectación, es algo que ella debe asumir sin posibilidad de 

repetición. 

 

3.5. En cuanto a los demás perjuicios reclamados, el juez negó el 

reconocimiento de los pagos al ingeniero Fernando Díaz por concepto de 

certificados, planos y memorias estructurales, en tanto tal erogación no 

constituye un daño, sino un emolumento necesario para la obtención de las 

licencias.  Al respecto, solo reconoció el gasto relativo al estudio técnico que 

se presentó para el trámite de la querella, bajo el argumento de que este sí 

tuvo relación con el daño de la señora Mattos, por lo que había lugar a 

reconocerlo, pero en una tercera parte, así que condenó a los demandados a 

pagar $500.000°° por tal concepto. 

 

De otro lado, negó el reconocimiento del daño emergente por gastos de 

transporte y documentos, en tanto no se justificó. Negó el lucro cesante 

pretendido, tras advertir que los problemas de la construcción del edificio, no 

tenían por qué impedir el desarrollo de la actividad de cosmetóloga que la 

demandante ejercía, por lo que, si la misma no continuó con tal labor, ello no 

tiene relación de causa-efecto con la construcción. El reconocimiento del daño 

moral objetivado lo negó, por cuanto no comparte que este sea independiente 

del lucro cesante, en tanto está justificado en la imposibilidad de ejercer la 
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mencionada actividad mercantil y también lo negó por falta de prueba. Por 

último, precisó que ninguna pretensión busca el pago del valor de la 

repotenciación mencionada en el hecho 22 de la demanda.  

 

4.  APELACIÓN: Inconformes con lo resuelto, tanto la parte demandante, como 

los demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata Burgos, presentaron sendos 

recursos de apelación.  

 

4.1. La PARTE DEMANDANTE, presentó los siguientes reparos: 

 

-Expuso que John Fredy Arango Bolívar cobró la suma de $6’000.000°° por la 

renovación a una licencia de construcción entre el 2012-2013, y sin verificar la 

realidad existente, no aportó nuevos planos arquitectónicos ni estructurales 

teniendo en cuenta para ello los requisitos de la norma NSR10 y el POT, sino 

que aportó los mismos planos hechos en 2007 (con diez columnas), con lo cual 

hizo incurrir a la curaduría en error, en tanto esta autorizó la construcción sin 

asimilar que no había diez columnas, sino seis y ahí fue que la construcción 

continuó con sus propias afectaciones y en perjuicio de los colindantes. Por lo 

tanto, advierte que el arquitecto coadyuvó al daño de la edificación.  

 

- De los elementos de prueba, se desprende la zozobra y la angustia que 

padeció la demandante a raíz de los problemas con los vecinos, lo cual es 

ratificado por el psicólogo. Al señalar el juez que la angustia y tristeza se 

desprende de la denuncia que Mónica Mattos había interpuesto y que por ello 

no podría endilgarse responsabilidad a otros, desconoció que, si los 

constructores hubieran seguido las pautas ordenadas en los planos aprobados 

por la curaduría, la señora Mattos no hubiera citado a la demandante a 

audiencia de conciliación extrajudicial en pleno 24 de diciembre.   A esto, la 

recurrente agregó que el juez, sin fundamento alguno, negó los daños morales 

objetivados. 

 

- Insistió en que en el expediente quedó acreditado que la omisión en la 

construcción de las cuatro columnas, fue la causa de la afectación de las casas 

vecinas y que, además, el inmueble no cumple con las normas de sismo 

resistencia NSR2010. Que no es cierto que los demandados hayan construido 

todo lo contratado por la demandante, ya que si bien se contrató por precios 
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unitarios, lo que significa que al hacerse cada trabajo, la demandante hacía el 

pago, lo cual se constataba por medio de las actas de entrega, lo cierto es que 

ella fue asaltada en su buena fe, ya que las actas no fueron firmadas por ella 

y, además, muchas no eran revisadas, ni constatadas, en tanto que la 

demandada Patricia era quien se desplazaba a recibir el dinero a la residencia 

de la  demandante. Tal situación se evidencia en la constancia de trabajo 

aportada con la demanda, que da cuenta de que otras personas trabajaron a 

ruego de la demandante, como es el caso de Luis Alberto Enríquez Henao, 

quien llevó a cabo labores que quedaron pendientes en la entrega de la obra, 

tales como jardines, muros, revoque de paredes de parqueadero y demás 

puntos relacionados a folio 291 del expediente y lo cierto es que el juez no 

valoró dicho documento en la forma debida. Por lo tanto, la demandante reitera 

que se le debe reintegrar $7’000.000°° que canceló por el trabajo que 

incumplieron los demandados y al respecto, indicó que para un mejor proveer 

en la sentencia de segunda instancia, aportaba el presupuesto de la obra en el 

que consta lo dejado de ejecutar por los demandados Alberto Zapata Burgos y 

Patricia Álvarez Gómez, así como las actas que a ella, María Eugenia Cano 

Pulgarín le fueron entregadas y que jamás fueron firmadas por los contratistas 

ni por la contratante.  

 

-Para el juez no fue evidencia la declaración extrajuicio obrante a folio 305, en 

la que consta que Marco Aurelio Calle Obando certificó las reparaciones e 

instalaciones hechas en el inmueble, por valor de $1’500.000°°, dinero que ni 

siquiera se cobró en la demanda. Asimismo, el juez no captó la forma 

fraudulenta en que la demandada Patricia Álvarez, al contestar demanda, 

aportó unas actas que no corresponden al valor real de las actas de entrega y 

que no fueron presentadas con la demanda. 

 

- Los daños causados al colindante Fernando Antonio González ocurrieron 

exclusivamente por los daños ocasionados en el inmueble de la demandante y 

señaló que además de la declaración de aquel, en el expediente obra 

documento que acredita el pago del arreglo de estos daños; pero, el juez no lo 

valoró.  

 

- La demandante persiste en solicitar el reconocimiento de los gastos por 

concepto de daño emergente (estudio técnico del ingeniero civil Fernando Díaz 
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Espinoza, memoriales estructurales y renovación de la licencia de 

construcción). 

 

- El juez negó el lucro cesante y alejado de la realidad no quiso decretar la 

inspección judicial, por lo que no pudo constatar que, en el Edificio Cano, la 

demandante tenía sauna y turco, es decir, adecuación propia de un 

establecimiento de Spa y masajes, pero en todo caso, bajo el argumento de 

que la demandante podía poner el negocio en otro sitio, no reconoció el dinero 

reclamado por tal concepto, con lo cual desconoció que en aquel sitio era que 

ella tenía la clientela, sin tener que pagar el canon de arrendamiento. Tampoco 

tuvo en cuenta el certificado expedido por el contador respecto a los ingresos 

mensuales. 

 

- Desde el inicio de la demanda también se solicitó el reconocimiento de lo que 

cuesta la repotenciación del edificio en los términos esgrimidos por el ingeniero 

Ernesto Palacio Arbeláez, informe que fue presentado el 10 de noviembre de 

2014 – que da cuenta de un valor de $65’000.000°°- incluido en el proceso 

con la sustitución de la demanda, según consta en el hecho 22. No obstante, 

el juez erradamente no lo reconoce bajo el argumento de que dicho dinero 

nunca fue solicitado en las pretensiones.  

 

- Sin que nadie se lo pidiera, El juez señaló que la condena debe ser compartida 

entre los constructores demandados, los encargados de la segunda etapa y la 

demandante, lo cual deviene de una indebida interpretación del numeral 3 del 

artículo 2060 del Código Civil. Además, el juzgado condena a los demandados 

como responsables del asentamiento estructural y los daños causados, pero 

los exonera de reconocer los emolumentos solicitados en la demanda.  

 

-Por último, esta apelante señaló que, de las contestaciones de la demanda, 

no se desprende que los demandados hayan solicitado el testimonio o la 

experticia de Fernando Díaz Espinosa a quien el juzgado escuchó sin decretar 

siquiera como de oficio tal prueba. 

 

4.2. La DEMANDADA Patricia Álvarez Gómez, presentó inconformidad con la 

valoración de la prueba, frente al dictamen presentado por Fernando Díaz, 

particularmente en cuanto a si lo ejecutado cumple o no con los lineamientos 
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técnicos. Asimismo, se refirió a la congruencia de la sentencia, bajo el 

argumento de que la parte demandante no elevó pretensiones frente al 

reconocimiento por daños en la estructura, sino que, sus pretensiones giraron 

alrededor de otros aspectos. 

 

4.3. El DEMANDADO Alberto Zapata Burgos, presentó los siguientes reparos: 

 

-En primer lugar, expresó inconformidad respecto a la solidaridad entre los 

constructores de la primera y segunda etapa, toda vez que, frente a estos, la 

responsabilidad no es analizada en realidad, en la medida en que la 

demandante no convocó a estos constructores al proceso, lo que en este 

sentido torna compleja la forma de tasar el valor que los demandados deben 

pagar.  

 

-En segundo lugar, respecto a la valoración de la prueba, el recurrente expuso 

que si bien el juez aludió a que el Código de Procedimiento Civil era el que 

regulaba el dictamen pericial, es claro que el perito hizo afirmaciones graves 

en cuanto a la forma en que la información fue recaudada; pero el despacho 

no se pronunció al respecto, pues el experto ni siquiera tuvo acceso al 

expediente para sacar los documentos, sino que los mismos fueron facilitados 

por la parte demandante. Adicionalmente, precisó que si bien los requisitos de 

idoneidad y los papeles de trabajo no son requisitos del dictamen como lo 

establece el Código General del Proceso, lo que sí es claro es que debe haber 

imparcialidad y objetividad del perito y en este caso dicho auxiliar fue preciso 

en anunciar que quien le entregó los papeles de trabajo fue la parte 

demandante y sin lugar a dudas este no fue un dictamen pericial de parte, por 

lo que al perito le correspondía ajustarse simplemente a lo que reposaba en el 

expediente y afirmar todo aquello que le constara respecto a los planos 

obrantes en el expediente y no indicar que no sabía si los que analizó para la 

pericia son similares o iguales y que no podía dar fe de ello.  

  

5. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA 

 

5.1. El demandado Luis Alberto Zapata solicitó ser exonerado de 

responsabilidad, tras alegar la inexistencia de vínculo contractual con la 

demandante María Eugenia Cano Pulgarín. Adicionalmente, alegó que los 
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daños materiales reclamados no tienen relación de causalidad con la actuación 

desplegada por él y que el perjuicio moral pretendido no fue acreditado. 

 

5.2. Por su parte, la demandada Patricia Álvarez, insistió en que en el presente 

evento no se cumple los presupuestos del juicio de responsabilidad para ser 

condenada civilmente. Señaló que el juez no valoró en debida forma la prueba 

pericial y también alegó que los daños materiales denunciados no tienen 

relación de causalidad con la actuación desplegada por ella y que el perjuicio 

moral pretendido en la demanda no fue acreditado. 

 

 5.3. Los demás intervinientes guardaron silencio en esta oportunidad procesal. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. PRECISIÓN PRELIMINAR: Previo a delimitar el problema jurídico suscitado 

mediante los recursos interpuestos, es pertinente precisar, de cara a los puntos 

objeto de estudio en esta segunda instancia, lo siguiente: 

 

La Sala advierte que el reparo de la demandante, mediante el cual solicita se 

revoque la sentencia y se declare también la responsabilidad del demandado 

John Fredy Arango Bolívar, en tanto este coadyuvó al daño en la edificación al 

no presentar nuevos planos ajustados a la realidad al momento de la 

renovación de la licencia de construcción para el período 2012-2013 e inducir 

en error a la curaduría respectiva, no debe ser estudiado en esta instancia, en 

tanto que tal alegato deviene incongruente con la demanda planteada en el 

proceso respecto a ese punto, en la que solo se cuestionó el incumplimiento 

del demandando en mención respecto al contrato de prestación de servicios 

profesionales para la renovación de la licencia de construcción en 2013, sin 

imputarle responsabilidad alguna en los daños de la construcción. 

 

En efecto, cualquier estudio al respecto, desconocería el principio procesal de 

la congruencia, previsto en el artículo 281 del Código General del Proceso, 

según el cual:   

 

“La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las 

pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que 
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este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas 

y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.  

 

No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto 

distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la 

invocada en esta (…)” 

 

Dicha regla comprensiva del principio de la congruencia, delimita los senderos 

de la actividad judicial y constituye una de las garantías derivadas del derecho 

fundamental al debido proceso, ya que impone al juzgador el ejercicio de la 

potestad jurisdiccional dentro de los límites precisos, marcados por las partes 

involucradas en la contienda.  Adicionado a ello, conviene recordar que el 

recurso de apelación está asociado al principio de congruencia de la sentencia, 

de allí la unidad temática que debe mediar entre el petitum de la demanda, las 

razones fácticas y jurídicas que la soportan, al igual que las excepciones, la 

sentencia que examinó y proveyó sobre estas y aquel, y los cuestionamientos 

que la impugnación plantea, de manera que cualquier posibilidad de que se 

formule aspectos ajenos o carentes de identidad con el grupo de razones y 

fundamentos anteriormente señalados, se encuentra proscrita. En este sentido, 

la apelación no es un escenario para modificar o enmendar vacíos de la 

demanda o la contestación, ni para introducir aspectos extraños al debate que 

el juzgador no estudió en la sentencia.  

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia –Sala Civil- en providencia de 24 de 

febrero de 2015, estimó la sentencia incongruente cuando, 

 

“otorga más de lo pedido, sin que el juzgador estuviese facultado 

oficiosamente para concederlo (ultra petita); (…) cuando en la sentencia 

olvida el fallador decidir, así sea implícitamente, alguna de las 

pretensiones o de las excepciones formuladas (mínima petita); y (…) 

cuando en el fallo decide sobre puntos que no han sido objeto del litigio, 

o, de un tiempo a esta parte, en Colombia, con apoyo en hechos 

diferentes a los invocados (extra petita)”1.  

 

Lo anterior guarda coherencia con lo dicho en sentencia de 12 de agosto de 

2003. Allí la Corte señaló: “la congruencia no sólo exige simetría entre el fallo 

                                                           
1 M.P. Jesús Vall De Rutén Ruiz.  
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y los pedimentos de las partes: pretensiones y excepciones, sino también con 

los hechos en que unas y otras se soportan, ‘por ser la causa petendi uno de 

los límites que se establecen en la litis contestación” y que “El fallador no tiene 

facultad para decidir la controversia con estribo en hechos sustanciales que no 

fueron expuestos en la demanda como causa petendi aunque se hayan 

probado plenamente (Cas. Civ. de 22 de enero de 1974 y Cas. Civ. de 9 de 

abril de 1967)”. 

 

2.  PROBLEMA JURÍDICO. Aclarado lo anterior, a la Sala le corresponde decidir, 

de acuerdo con los recursos interpuestos por ambos extremos del litigio, en 

primer lugar, según la inconformidad planteada por la demandante, si la 

sentencia de primera instancia debe ser modificada, en tanto en el presente 

evento quedó acreditado que los demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata 

Burgos no cumplieron a cabalidad con el contrato de obra y, por tanto, deben 

ser condenados a indemnizar los gastos relativos a la finalización de la obra 

inicial. En segundo lugar, en atención a los demás reparos esgrimidos por los 

apelantes, en lo que fuere pertinente, se abordará las observaciones 

encaminadas a establecer la existencia de los perjuicios pretendidos y a 

cuestionar la procedencia del estudio de solidaridad desarrollado por el juez, la 

congruencia de la sentencia y la valoración probatoria desplegada. 

 

3. MARCO NORMATIVO Y DE APLICACIÓN AL CASO EN CONCRETO. 

 

3.1. La controversia en este caso se suscita en torno a la responsabilidad civil 

contractual en cabeza de los demandados por el incumplimiento del contrato 

objeto de litigio.  La prosperidad de tal pretensión exige, además de la 

acreditación de la existencia del contrato, la comprobación de: (i) el 

incumplimiento contractual imputable al otro contratante; (ii) la generación de 

daños ciertos y no meramente hipotéticos o eventuales para el demandante; 

y, (iii) la presencia de un nexo causal entre los anteriores presupuestos, de 

modo que los perjuicios invocados por el demandante sea consecuencia directa 

del comportamiento que recrimina al demandado. 

 

3.2. Sobre el particular, es importante tener en cuenta lo expuesto por la Corte 

Suprema de Justicia -Sala Civil- en la sentencia SC505 de 17 de marzo de 2022 

al advertir que “Ahora, el incumplimiento contractual aun siendo conducta 
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antijurídica, no es por sí solo una fuente en que abreve la responsabilidad civil; 

para que ello ocurra es necesario un elemento adicional, tal como lo explica la 

doctrina al referirse a la legislación española, que guarda similitud con la 

nuestra en ese aspecto: “(…) se requiere, además, de una lesión en los 

intereses del acreedor en cuyo beneficio se encontraba configurada la relación 

obligacional. La obligación de reparar no da así solución al problema que para 

él supone el incumplimiento de la prestación, sino al problema originado 

cuando por ese incumplimiento se ha generado daño en su patrimonio”.2      

 

3.3. El contrato que originó la controversia en este caso, es uno de obra, sobre 

el cual la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia  ha reiterado que  se 

trata del “acto jurídico por el cual una persona asume para con otra, el 

compromiso de efectuar un trabajo material determinado, bajo un precio, sin 

que ello implique una relación de subordinación o de representación, 

destacando entonces, su carácter de consensual, siendo suficiente para su 

perfección, el solo acuerdo sobre las condiciones de la construcción y su pago”  

(CSJ SC5568-2019, 18 dic., rad. 2011-00101-01). 

 

En efecto, la Corte Suprema de Justicia -Sala Civil- en sentencia SC5568 de 18 

de diciembre de 2019, expuso que: 

 

“4.5. En coherencia con lo discurrido, pertinente resulta anotar que en 

el ámbito privado3, el contrato de obra civil tiene por objeto la 

construcción, mantenimiento, instalación y, en general, la realización de 

cualquier otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cualquiera que 

sea la modalidad de ejecución y remuneración4.  

 

                                                           
2 SALINAS UGARTE, Gastón. Responsabilidad Civil Contractual. Tomo I, p. 287.  
3 Bajo el epígrafe de “arrendamiento de servicios inmateriales”, la codificación sustancial en lo 

civil, a partir del artículo 2064 y siguientes, denota el contrato de obra como aquél acto jurídico 

por el cual una persona asume para con otra, el compromiso de efectuar un trabajo material 
determinado, bajo un precio, sin que ello implique una relación de subordinación o de 

representación, destacando entonces, su carácter de consensual, siendo suficiente para su 
perfección, el solo acuerdo sobre las condiciones de la construcción y su pago. Así, “Obra” y 

“remuneración” como elementos coexistentes y axiales en esta índole de negocios jurídicos, 

en algunas ramas del derecho como el público, dan lugar al surgimiento de diversas 
clasificaciones, en especial, frente a la forma de pago de cómo se llegue a estipular, se puede 

hablar entonces, de contratos con “precio global”, “llave en mano”, “administración delegada”, 
“reembolso de gastos” y “precios unitarios” en los que en su mayor parte, se hace un estimativo 

inicial del precio para efectos presupuestales, pero el precio definitivo se concreta al concluirse 
el contrato. 
4 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 15 de octubre 1999, exp. 10.929. 
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En este último elemento, existen diferentes modalidades de pago del 

costo del negocio: (i) a precio global; (ii) a precios unitarios; y (iii) por 

administración delegada. 

 

(i) En el primero, el contratista, a cambio de las prestaciones a que se 

compromete, obtiene como subvención una suma fija siendo el único 

responsable de la vinculación de personal, de la elaboración de 

subcontratos y de la obtención de materiales. 

 

(ii) En relación al segundo, la forma de retribución corresponde a 

unidades o cantidades de obra, y el valor total corresponde al que 

resulta de multiplicar los montos de construcción ejecutados por el 

precio de cada una de ellos, obligándose el edificador-contratista a 

desarrollar las obras especificadas en el contrato. 

 

La característica más notable de esta modalidad, la constituye el hecho 

de que el constructor se compromete, salvo expreso acuerdo en 

contrario, a sostener los precios unitarios originales estipulados para 

cada uno de los ítems de la obra realizada, aun cuando estos puedan 

sufrir alzas, riesgo que en la práctica puede recompensarse durante la 

ejecución o en la liquidación; o preverse, según las cláusulas de 

reajustes que, de común acuerdo, se pacten (…)” 

 

En caso de incumplimiento, siempre que este produzca perjuicios patrimoniales 

en el haber de alguna de las partes, preceptúa el artículo 2056 del Código Civil 

que: “Habrá lugar a reclamación de perjuicios, según las reglas generales de 

los contratos, siempre que por una o por otra parte no se haya ejecutado lo 

convenido, o se haya retardado su ejecución”.  

 

Sobre este contrato, o sea el de obra, es importante advertir que dicha 

Corporación ha sostenido que:  
 

“(...) El artículo 2060, ordinal 3º del Código Civil, frente al dueño de la 

obra, regula la responsabilidad directa del constructor, definido en el 

artículo 4º de la Ley 400 de 1997, como el “profesional, ingeniero civil 

o arquitecto, bajo cuya responsabilidad se adelanta la construcción de 

una edificación”, o al tenor del artículo 1º de la Ley 1229 de 2008, como 

el “profesional, ingeniero civil, arquitecto o constructor en arquitectura 

o ingeniería, bajo cuya responsabilidad se adelanta una edificación”..  
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(...) Es innegable “que la actividad de la construcción se desarrolla a 

través de distintas formas negociales que rebasan la hipótesis 

contemplada en la primera de las disposiciones citadas [se refiere la 

Corte al artículo 2060 del Código Civil], en las cuales se encuentran otras 

personas que, en forma autónoma, desarrollan el proyecto constructivo, 

de ahí que a pesar de aludir ese artículo  únicamente a la construcción 

de edificios por un precio único prefijado, la responsabilidad allí prevista, 

también llamada «decenal» se predica del constructor en general, con 

independencia tanto de la forma de pago del importe, como de que la 

obra no se haya realizado «por encargo» sino de manera 

independiente”. (CSJ SC2847-2018, 216 jul.). 

 

4. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO: 

 

4.1. Sobre el incumplimiento del contrato de obra por parte de los demandados 

Patricia Álvarez y Alberto Zapata Burgos: La demandante insiste en que no es  

cierto que los demandados hayan construido todo lo pactado en el contrato de 

obra, ya que, si bien se contrató por precios unitarios, lo cierto es que ella fue 

asaltada en su buena fe, pues las actas no fueron firmadas por ella y, además, 

muchas no eran revisadas, ni constatadas, en tanto que era la demandada 

Patricia quien se desplazaba a recibir el dinero a la residencia de la  

demandante. Adicionalmente, precisó que la obra contratada fue inconclusa y 

que de ello da cuenta la constancia de trabajo de Luis Alberto Enríquez Henao, 

obrante a folio 291, quien efectuó labores que quedaron pendientes en la 

entrega de la obra, tales como jardines, muros, revoque de paredes de 

parqueadero y demás puntos allí relacionados, lo cual el juez no valoró en 

debida forma, por lo que tiene derecho a que se le reconozca la suma de 

$7’000.000°° que canceló por el trabajo incumplido por los demandados. 

 

Para confrontar tal reparo, ha de precisarse, como bien el juez de primera 

instancia lo advirtió, que, en el contrato de obra, el objeto fue pactado en una 

forma muy general, así: 

 

“OBJETO: Mano de Obra y Equipos para la construcción de 1era Etapa 

edificio Cano (Semisótano Parqueaderos y Local Primer Piso incl esc para 

acceder a los aptos). 

 



Recurso de apelación 

Rad. 05266-31-53-001-2014-00487-01 

Sentencia 063 de 2022 

Página 22 de 43 
 

Luego, en las cláusulas primera y segunda, se previó lo siguiente: 

 

“CLÁUSULA PRIMERA. OBJETO: Mano de Obra Calificada y equipo 

requerido para la construcción 1era etapa Edificio Cano ubicado en el 

Barrio La Paz del Municipio de Envigado. CLÁUSULA SEGUNDA. VALOR: 

El presente contrato tiene un valor de $30.000.000 Treinta millones de 

pesos. PARÁGRAFO 1. El valor real del contrato será la suma de los 

resultados que se obtengan al multiplicar las cantidades ejecutadas y o 

entregadas a satisfacción por los valores o precios unitarios pactados 

para el respectivo ítem. El contrato se pacta por el sistema de precios 

unitarios. Cada precio unitario comprende todos los precios directos e 

indirectos derivados de la ejecución de la respectiva actividad que hace 

parte del objeto del contrato (…)” (fol. 40-42) 

 

De entrada, cabe precisar que, el contrato fue pactado con precios unitarios, 

que como bien lo explicó la misma demandante “quiere decir que cada vez que 

se fuera realizando cada trabajo la señora MARIA EUGENIA CANO iba 

realizando el pago, lo cual se constataba a través de las actas de entrega” (fol. 

925). Adicionalmente, ha de atenderse a la afirmación de la demandada 

Patricia Álvarez -la cual no fue cuestionada por la demandante- en el sentido 

de que la contratación se ejecutaba por etapas de acuerdo con la disponibilidad 

presupuestal y que esa primera etapa cesó cuando se agotó el presupuesto del 

momento (hora:1, min: 30 y s.s.). Otro aspecto a tener en cuenta, es que 

ahora la parte demandante, introduce un hecho nuevo que no puede ser 

atendido en virtud de la regla procesal de la congruencia, en tanto señala haber 

sido asaltada en su buena fe, ya que las actas de ejecución no fueron firmadas 

por ella y, además, muchas no eran revisadas, ni constatadas, lo cual no fue 

alegado en la primera instancia y, por tanto, ya no tiene la oportunidad de 

desconocer tales documentos, cuanto más porque ella fue quien los aportó con 

la demanda.  

 

Ahora, dicha apelante insiste en que, la prueba de que el contrato de obra no 

fue cumplido a cabalidad, es la constancia de trabajo presentada por el señor 

Luis Alberto Enríquez, que data de 09 de octubre de 2014 (fol. 291), en la que 

advierte que “En enero del 2008 fui contratado por la Sra. María Eugenia Cano, 

para realizar trabajos en su construcción ubicada en la calle 46ES N° 39D-30 
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del barrio Trianón del Municipio de Envigado, los cuales consistieron en: (…) 

Revoque paredes parqueadero. Construcción Piso parqueadero con mortero, 

enchapes de pisos, baño y escalas internas al primer piso. Impermeabilización 

pisos y muros por humedad. Terminación enchape andén en piedra. 2 ventanas 

insoluces, cada una con 35 unidades. Remiendos de plomería para 

parqueadero y primer piso. Terminación de fachada en espacato y demolición 

jardinera por humedad”, todo por un total de $6’800.000°°. 

 

No obstante, tal constancia no da cuenta por sí sola de que, particularmente, 

esas labores supuestamente ejecutadas por Luis Alberto Enríquez, hayan sido 

incumplidas por los demandados Patricia Álvarez y Alberto Burgos Zapata en 

virtud del contrato de obra, esto es, con tal documento no se acredita que, 

precisamente, la labor desplegada por Luis Alberto Enríquez, haya sido 

contratada debido al supuesto incumplimiento de los demandados y no por 

cualquier otra razón ajena por la que lo haya contratado la demandante. 

Sumado a ello, la Sala advierte que el juez a quo confrontó que las actas de 

ejecución -que la demandante apenas vino a desconocer en el escrito de 

apelación- coincidían con las labores que la demandante advierte fueron 

ejecutadas por el señor Luis Alberto Enríquez, según constancia obrante a folio 

291, para lo cual tuvo como referente la cotización obrante a folios 43 a 46, la 

cual, cotejada con las actas de ejecución, le permitió concluir que en las actas 

no se dejó constancia de faltantes y que en las mismas se hace alusión a la 

instalación de pisos, enchapes, pinturas y varios (jardinería), así como revoque 

de paredes, ejecución de pisos e impermeabilización (fol. 49, 53 y 62), con la 

aclaración de que, si bien no hay evidencia de instalación de ventanas, lo cierto 

es que ello no obedece a un pendiente, en tanto tal operación tampoco fue 

sufragada por la demandante, debido a que el negocio consistía en pagar lo 

que efectivamente se ejecutaba, en la modalidad de precio unitario. Además, 

la misma demandante siempre sostuvo que por cuestiones de presupuesto no 

continuó con la obra, sino que la retomó años después, sin que haya acreditado 

que antes de que se agotara el presupuesto disponible hubo faltantes o que 

también haya suministrado los materiales necesarios como era su obligación 

según la cláusula cuarta del contrato de obra y que los demandados no hayan 

prestado la mano de obra. 
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En tal orden, la Sala encuentra, que al menos, en cuanto tiene que ver con las 

obras y refacciones que fueron contratadas en 2014 para el parqueadero y 

primer piso (pañetada de paredes y piso de aquel, enchape de pisos, baño y 

escalas internas al primer piso, impermeabilización de pisos y muros, 

terminación de enchape de andén en piedra, dos ventanas de insoluces, 

remiendos de plomería, terminación de fachada en espacato y demolición de 

jardinera por humedad, por valor de $6’800.000°°), la parte demandante no 

acreditó que estas derivaron del incumplimiento del contrato de obra celebrado 

el 17 de abril de 2007, pactado en precios unitarios, para la construcción del 

semisótano y primer piso del edificio Cano, es decir, la facción de lo enlistado 

no significa que lo contratado al inicio no fue ejecutado en los términos 

convenidos.  

 

4.2. De los perjuicios derivados de la omisión en que incurrieron los 

constructores en la ejecución del eje central de la edificación.  Para cuestionar 

la negación por parte del juez a quo del reconocimiento de los perjuicios, la 

demandante insiste en que en el expediente quedó acreditado que la omisión 

en la construcción de las cuatro columnas – de las 10 proyectadas inicialmente 

en los planos estructurales-, fue la causa de la afectación de las casas vecinas 

y que, además, el inmueble no cumple con las normas de sismo resistencia 

NSR2010.  

 

El fundamento principal de María Eugenia Cano para sostener lo dicho, recae 

en el dictamen pericial presentado por el Ingeniero Civil Yosef Farbiarz – 

(designado por la Facultad de Minas de la Universidad Nacional de Colombia), 

quien en audiencia informó ser director del Centro de Proyectos e 

Investigaciones Sísmicas de la Universidad Nacional de Colombia, contar con 

maestría en Ingeniería Civil con Énfasis en Ingeniería Estructural de la 

Universidad de Texas (EEUU) y más de 25 años de experiencia en estudios de 

patologías sísmicas- (CD, aud. Instrucción. min: 5 y s.s.). Él refirió que “La 

causa probable de los daños en las edificaciones vecinas es la deformación 

del suelo causada, en primer lugar, por el incremento en la fuerza en cada 

columna al pasar de diez columnas diseñadas a seis columnas construidas y, 

en segundo lugar, por la mayor deformabilidad del suelo al pasar de las pilas 

diseñadas con desplante a 5 m de profundidad a la construcción de zapatas 

superficiales” (fol. 869). 
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Para desarrollar el respectivo estudio, este perito comparó la estructura original 

de la obra concebida por el ingeniero estructural José Ernesto Palacio, la cual 

fue constituida por diez columnas y pilas; y la estructura tal y como se 

construyó, con seis columnas, con un sistema de cimentación compuesto por 

zapatas, es decir, con cimentaciones superficiales -opción que no fue la 

contemplada en el estudio de suelos-, por lo que al tomar en cuenta las cargas 

de uso propias de la edificación y las cargas sísmicas, dicho especialista advirtió 

que “las deformaciones son excesivas y pueden afectar la integridad estructural 

del edificio en caso de sismos fuertes (…) las columnas construidas tienen una 

capacidad inferior a las fuerzas calculadas (…) Además, al pasar de pilas a 

zapatas estas mayores fuerzas se aplican a un nivel más superficial en el cual 

el suelo es más deformable. Las deformaciones detectadas en el piso del 

sótano evidencian las consecuencias del aumento en las fuerzas y en la 

deformabilidad del suelo debido al cambio en el sistema estructural”. Así, el 

experto concluyó que: “La estructura construida es excesivamente flexible y 

tiene derivas hasta tres veces mayores que las derivas normativas mínimas. La 

sección transversal de las columnas es inadecuada y su despiece es incapaz de 

atender las solicitaciones a las que se ven sometidas. El despiece de las vigas 

es inadecuado y es incapaz de resistir las solicitaciones por flexión a las que se 

ven sometidos estos elementos. La cimentación no concuerda con ninguna de 

las sugerencias del estudio de suelos (…)”. 

 

Sobre los daños del edificio Cano, el experto refirió que “El edificio presenta 

evidencias de movimientos verticales, uno lo puede notar por el nivel del suelo, 

hay problemas con la puerta de garaje, con la puerta de acceso, que son 

consistentes, con distorsiones que tenía el espacio de la puerta inicialmente y 

otras evidencias de que sí hubo asentamientos diferenciales” (Audio 2 

Instrucción. min. 10 y s.s.), no obstante, a continuación, indicó que “No hice 

mediciones para constatar el valor de estos asentamientos diferenciales, pero 

sí hay evidencias de deformaciones puntuales, según inspección ocular (…) que 

impiden el funcionamiento normal del edificio”. Luego, al ser cuestionado sobre 

las obras que hay que hacer para que el edificio supere la flexibilidad y las 

deficiencias advertidas en el estudio, el experto contestó: “Hay que hacer un 

estudio más profundo de lo que yo hice, porque este es un estudio somero 

para efectos del objetivo de este ese peritazgo (sic), pero entonces habría que 

iniciar con un estudio mucho más detallado de lo que debe de hacerse, para 
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uno calificar exactamente todas las deficiencias estructurales (…) De manera 

que no se ha hecho ese estudio, yo no podría decir con certeza y precisión qué 

recomiendo hacer, pero sospecho que fácilmente puede uno reforzar los 

elementos e incluir algunos muros estructurales o cosas por el estilo (…)” (min. 

12 y s.s.). Más adelante, el mismo perito refirió que “El edificio construido no 

cumple con la norma de sismo resistencia en muchos aspectos”.   

 

Al respecto, la Sala advierte que, si bien no se cuestionó la idoneidad del perito, 

lo cierto es que el apoderado judicial del demandado-recurrente Alberto Zapata 

Burgos, sí cuestionó la imparcialidad y objetividad del experto, bajo el 

argumento de que este hizo afirmaciones graves en cuanto a la forma en que 

fue recaudada la información, respecto a las cuales el despacho no se 

pronunció, pese a que el experto ni siquiera tuvo acceso al expediente para 

sacar los documentos, sino que estos le fueron facilitados por la parte 

demandante, cuando al experto le correspondía ajustarse simplemente a lo 

que reposaba en la encuadernación y afirmar todo aquello que le constara 

respecto a los planos que hay en el proceso, sin saber siquiera como lo indicó, 

si los que analizó para la pericia son similares o iguales. No obstante, esta 

situación advertida por la recurrente demandada -que además fue confrontada 

en la misma audiencia con el perito-, por sí sola, no desvirtúa la validez del 

dictamen, debido a que, si bien el perito en la audiencia no advirtió ninguna 

diferencia en los planos obrantes en el expediente, lo cierto es que los 

demandados tampoco acreditaron que para tal estudio el experto haya 

analizado unos documentos sustancialmente diferentes a los que el expediente 

contiene. 

 

4.2. Así, la Sala encuentra que el estudio del perito Yosef Farbiarz, da cuenta 

de que, de cara a las normas técnicas de sismo resistencia, la obra -edificio 

Cano-, presenta irregularidades por las variaciones sustanciales que sufrió en 

el sistema de resistencia a sismos, lo cual está, además, en consonancia con 

el “informe sobre visita técnica” rendido por el ingeniero José Ernesto Palacio, 

(fol. 187 a 206), quien señaló que al ser construido un sistema de pórtico 

diferente al que se planteó en el diseño estructural, esto es, con 6 columnas 

en vez de las 10 propuestas en el diseño original y, además, no utilizar el 

sistema de cimentación planteado inicialmente, sino que se construyó un 

conjunto de zapatas, se puede concluir que: “la cota de cimentación del edificio 
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está por encima de la planteada en los cálculos y planos estructurales. Por esto, 

la cota de cimentación está ubicada más arriba de lo estipulado en donde la 

capacidad de resistencia del suelo no soporta las cargas que la construcción 

soporta”; asimismo, refirió que “(…) Estos cambios en el sistema estructural y, 

especialmente en el sistema de cimentación, han traído como consecuencia la 

ocurrencia de asentamientos diferenciales que se manifiestan en la presencia 

de múltiples fisuras en paredes. También se observa dificultad para abrir la 

puerta del garaje, algo que se ha vuelto imposible en el momento por lo cual 

el parqueadero ubicado en el semisótano se ha inutilizado completamente. 

Algunas partes del nivel del piso acabado, se observa cicatrices que 

demuestran los asentamientos que han tenido las columnas (…) Además, como 

se puede verificar fácilmente, se ha reducido el número de columnas, 

cambiando drásticamente el sistema de resistencia sísmico”, por lo que 

recomendó “efectuar un resintado de la cimentación, el cual consiste en bajar 

la cota de cimentación de la zapata construida apoyándola en una base de 

concreto ciclópeo. Para cumplir tal propósito se debe trabajar separadamente 

cada columna o construyendo un conjunto de pilotes debajo de cada zapata”. 

 

Lo anterior, demuestra que los demandados –Patricia Álvarez y Alberto Zapata 

Burgos-, encargados de la primera etapa de la obra, en cuanto tiene que ver 

con la estabilidad de la misma, pese a que sabían, por el plano propuesto, que 

la construcción estaba proyectada para cinco pisos y, no obstante, ser 

profesionales en la materia, se apartaron de los cálculos e instrucciones 

previstas en el plano estructural y en el estudio de suelos, dando lugar a que 

el edificio presente irregularidades estructurales, sin tener en consideración, 

como bien lo reiteró la Corte Suprema de Justicia –Sala Civil- en sentencia 

STC1699 de 25 de febrero de 2021, que “la construcción de edificaciones, 

además de ser una actividad peligrosa, entraña una obligación de resultado 

sobre aspectos estructurales que deben perdurar, como mínimo, diez (10) 

años”. 

 

4.3. Lo evidenciado, teniendo en cuenta que los reproches de la apelación 

están direccionados a lograr el reconocimiento de los perjuicios pretendidos, 

impone al Tribunal precisar que, la demanda está dirigida al resarcimiento de 

perjuicios por parte de los demandados Alberto Zapata Burgos y Patricia 

Álvarez, con fundamento en los siguientes hechos: (i) El incumplimiento del 
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contrato de obra en un porcentaje equivalente al 25%, por faltar“La 

construcción de piso del parqueadero, morteros y enchapes y las escalas 

internas al primer piso. Impermeabilización pisos y muros por humedad. 

Revoque de paredes parqueadero. Terminación enchape andén en piedra. 2 

ventanas insoluces. Plomería para parqueaderos y el primer piso. Electricidad”; 

lo cual no fue acreditado en el presente asunto conforme a lo expuesto, y (ii)  

como se desprende de la pretensión tercera, lo segundo apunta a los perjuicios 

derivados “a raíz de la omisión en que incurrieron los constructores en la 

construcción del eje central de la edificación, el cual consistía en vaciar diez 

columnas de las proyectadas en los cálculos estructurales, de las cuales 

omitieron construir 4 y fue ese el daño causante de que la edificación se 

asentara y se fisurara a sí misma y a las edificaciones de los colindantes”. 

 

Es decir que, para abordar los reparos relativos a la reparación de perjuicios, 

es necesario analizar el dictamen pericial rendido por el experto Yosef Farbiarz 

y los demás elementos probatorios relacionados con la experticia, así como  

avistar que, en tratándose de la responsabilidad civil, en el presente caso, de 

entrada, hay que advertir sobre la presencia de una situación objetiva, que, 

desde los presupuestos axiológicos de la pretensión, impone estudiar 

nuevamente, a partir del acervo probatorio, los elementos del nexo causal y la 

certeza del daño. En efecto, de manera oficiosa, se impone un estudio en tal 

sentido, lo cual encaja en las “excepciones” a la aplicación rigurosa de la 

apelación restrictiva de que el Código General del Proceso trata (CSJ, STC 1424 

de 2020).  

 

4.4. En este orden, cabe destacar que, desde la demanda, la promotora del 

litigio, en la pretensión TERCERA, reclamó “Que se condene a los demandados 

ALBERTO ZAPATA BURGOS y PATRICIA ÁLVAREZ GÓMEZ al pago de los daños 

materiales y morales ocasionados a la demandante MARIA EUGENIA CANO 

PULGARÍN, a raíz de la omisión en que incurrieron los constructores en la 

construcción del eje central de la edificación, el cual consistía en vaciar diez 

columnas de las proyectadas en los cálculos estructurales, de las cuales 

omitieron construir 4 y fue ese el daño causante de que la edificación se 

asentara y se fisurara a sí misma y a las edificaciones de los colindantes”. 

Asimismo, en ese escrito inicial, la demandante expuso lo siguiente: “es simple 

señor juez, si a la edificación inicial estos presuntos profesionales no les 
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hubiesen eliminado a la construcción el eje central, se hubiese podido evitar 

todos estos perjuicios económicos, patrimoniales y morales a la demandante”. 

 

4.5. En este punto, es pertinente abordar del objeto de apelación, lo que tiene 

que ver directamente con la repotenciación que el edificio Cano requiere, según 

lo expuesto por el ingeniero José Ernesto Palacio en el informe técnico ya 

citado, quien además fue el autor del primer diseño estructural –radicado en 

la Curaduría- y que contempla la necesidad de que en el edificio se tuviera “un 

conjunto de diez columnas, apoyadas en sendas pilas de cimentación o 

caissons, unidas con viga de amarre a nivel de cota de desplante”. En efecto, 

en el recurso de alzada, la parte demandante insiste en que, desde la demanda 

solicitó el reconocimiento de lo que cuesta la repotenciación del edificio en los 

términos esgrimidos por el ingeniero Ernesto Palacio Arbeláez -debido al 

cambio estructural-, informe que fue presentado el 10 de noviembre de 2014 

y que da cuenta de un valor de $65’000.000°° (fol. 320)- y al cual se refiere el 

hecho 22 de la demanda en que se hizo alusión al concepto del ingeniero 

estructural Ernesto Palacio, en cuanto a la necesidad de repotenciar el edificio 

Cano; no obstante, tal pretensión resarcitoria, en lo que tiene ver propiamente 

con la reparación económica por esa suma de dinero, no fue elevada en la 

demanda, como el funcionario judicial de primera instancia bien lo advirtió, por 

lo que la misma, en atención al principio procesal de congruencia, expuesto en 

esta providencia, no debe ser atendida, en tanto que la sentencia, “deberá 

estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidas en la demanda 

(…)”,  según lo preceptuado en el artículo 281 del Código General del Proceso.  

 

Empero, lo cierto es que el Tribunal no desconoce que la demandante 

encaminó una pretensión específica (la TERCERA), a obtener el pago de 

perjuicios derivados “de la omisión en que incurrieron los constructores en la 

construcción del eje central de la edificación, el cual consistía en vaciar diez 

columnas de las proyectadas en los cálculos estructurales, de las cuales 

omitieron construir 4” y si bien no esgrimió en la pretensión una suma 

económica puntual por ese factor, ello no es óbice, para que esta Sala, una vez 

acreditado el daño, emita una condena concreta a favor de la demandante en 

atención al principio de la reparación integral, previsto en el canon 16 de la Ley 

446 de 1998, según el cual, “dentro de cualquier proceso que se surta ante la 

Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a 
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las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará 

los criterios técnicos actuariales”. Lo anterior, en concordancia con el artículo 

283 del Código General del Proceso, que preceptúa que “La condena al pago 

de frutos, intereses, mejoras, perjuicios u otra cosa semejante, se hará en la 

sentencia por cantidad y valor determinados. El juez de segunda instancia 

deberá extender la condena en concreto hasta la fecha de la sentencia de 

segunda instancia, aun cuando la parte beneficiada con ella no hubiese apelado 

(…) En todo proceso jurisdiccional la valoración de daños atenderá los 

principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 

actuariales”. 

 

Adicionalmente, el Tribunal, luego de interpretar los fundamentos de hecho y 

las pretensiones de la demanda, encuentra que, en este asunto, la pretensión 

TERCERA -ya citada-, está sustentada en la configuración de un cumplimiento 

defectuoso o imperfecto5 “a raíz de la omisión en que incurrieron los 

constructores en la construcción del eje central de la edificación”, imputable a 

los constructores de la primera etapa del edificio Cano. En efecto, de la 

pretensión TERCERA y de los hechos que la sustentan, se desprende que lo 

pretendido allí es el resarcimiento derivado de un evento de “cumplimiento 

imperfecto”, cuya particularidad “es que el deudor ha ejecutado la prestación, 

pero lo ha hecho en parte, o lo ha hecho malamente”6. Tal interpretación de la 

demanda7, cabe anotar, no constituye un quebrantamiento al principio procesal 

de la congruencia, en tanto en este caso no se desborda la causa petendi, esto 

es, los hechos que apoyan la petición de tutela judicial concreta; por el 

contrario, es con base en los hechos expuestos en la demanda, que esta Sala 

                                                           
5 CSJ. 10 de julio de 1995, exp. 4540: “En materia de responsabilidad civil contractual, la 
indemnización de perjuicios supone, necesariamente, el incumplimiento de las obligaciones, o 
el cumplimiento imperfecto de ellas o su ejecución tardía, de lo cual se derive un perjuicio para 
el acreedor (…)”. 
6 Remedios Contractuales. Cláusulas, acciones y otros mecanismos de tutela de crédito. IARCE. 
2021. Ed. Temis, pág. 44 
7 Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Civil-, en sentencia SC775 

de 21 de marzo de 2021, reiteró que: “(…) el juez tiene el deber de resolver de fondo la 
controversia puesta a su consideración, teniendo en cuenta el principio fundamental de que 
sólo ésta limitado a no variar la causa petendi (hechos), pero no así a determinar el derecho 
aplicable al juicio o a revisar si los presupuestos de cada una de las acciones se cumplen o no, 
dado que en virtud del principio iura novit curia las partes no tienen la carga de probar el 
derecho, salvo contadas excepciones como cuando se trata de derecho extranjero o 
consuetudinario (…)(CSJ. STC14160-2019 de 16 de octubre de 2019, exp. 11001-02-03-000-
2019-03256-00)”. 
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advierte que los perjuicios perseguidos en la pretensión TERCERA devienen de 

la ejecución imperfecta del contrato de obra.  

 

En tal orden, al observarse el cumplimiento imperfecto del contrato de obra 

celebrado entre las partes, en tanto la omisión señalada en la construcción está 

demostrada, lo pertinente es reparar la lesión o el menoscabo patrimonial 

derivado de esa ejecución defectuosa, reflejada al no construirse la primera 

etapa de la construcción conforme a los cálculos e instrucciones previstas en 

el plano estructural y en el estudio de suelos, dando lugar a que el edificio 

presente irregularidades estructurales. 

 

En tal sentido, al estar demostrada la omisión en la construcción contratada –

lo cual es imputable exclusivamente a los demandados de la primera etapa por 

ser los profesionales encargados de construir los cimientos del edificio bajo el 

conocimiento de que este soportaría cinco pisos-, esta Corporación, advierte 

que, ello ocasiona un detrimento en el patrimonio de la demandante que, en 

atención a las circunstancias particulares expuestas, se debe armonizar con el 

postulado de la reparación integral, por lo que, ya demostrada esa afectación 

derivada del cumplimiento imperfecto del contrato, debe procederse con la 

reparación en procura de una relativa satisfacción para impedir que esa 

agresión permanezca incólume o impune, sin que en ningún momento ello 

pueda significar una fuente de lucro injustificado, sino todo lo contrario. 

 

Así, previo a adoptar la medida de reparación, el Tribunal advierte que, en el 

expediente, en lo que tiene que ver con los daños propios del edificio derivados 

del cambio estructural, apenas obra la cotización de la repotenciación 

elaborada por el ingeniero civil calculista José Ernesto Palacio, que no puede 

ser acogida, en tanto que en la pretensión tercera –que sirve de pábulo para 

el resarcimiento de tal falla- no se deprecó la repotenciación, y a esta apenas 

se hace  mención en el hecho VEINTIDÓS de la demanda, como a una 

cotización proyectada por aquel, quien en forma muy general, advierte que 

para repotenciar el edificio Cano se requiere “Resintado de las fundaciones, 

Resintado de los muros de colindancia, Arreglo de la puerta garaje, Cambio de 

piso en el primer nivel, Resane de muros, con reforzamiento, estuco y pintura 

del primer nivel”. Sin mencionar siquiera en ese hecho el costo que en el escrito 

aportado apenas señala un costo total de $65’000.000°° que incluye mano de 
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obra, materiales y equipos sin detallar ni explicar o distinguir qué es lo que lo 

que el edificio requiere cualitativa y cuantitativamente para el ajuste estructural 

de sismo resistencia. Aunque es lo cierto que la demandante debe acometer 

los gastos de reparación de la edificación para resolver los problemas que, 

desde el incumplimiento del contrato por parte de los constructores de la etapa 

inicial, acreditada como ha sido, la desatención de los planos y estructuras del 

edificio, para el cual fue celebrado.   

 

Así las cosas, como medida en favor de la demandante María Eugenia Cano, 

en atención a los principios de reparación integral y equidad y a la necesidad 

de cuantificar la condena a los demandados Alberto Zapata Burgos y Patricia 

Álvarez, en aras de reparar los perjuicios derivados de ese “cumplimiento 

imperfecto o defectuosos”, la Sala dispondrá la restitución del dinero que los 

contratantes incumplidos recibieron como pago en virtud de la obra a su cargo, 

esto es, la suma de $30’000.000ºº debidamente indexada, desde  noviembre 

de 2007 –teniendo en cuenta que la última acta de ejecución data de octubre 

de ese año- hasta la fecha de esta sentencia, conforme con la siguiente 

fórmula: 

 
Va = Vh (valor histórico) x Índice final 

Índice inicial 
 

Va = $30’000.000°° X 117,71  
     64,51 

 
Va= $54’740.350°° 
 
 

En total, por concepto de reparación debida a las falencias estructurales que 

presenta el edificio, los demandados deberán pagar la suma de CINCUENTA Y 

CUATRO MILLONES SETECIENTOS CUARENTA MIL TREISCIENTOS 

CINCUENTA PESOS ($54’740.350°°). 

 

4.6. De los perjuicios que la demandante pretende por las afectaciones de los 

predios vecinos: Sobre el particular, el Tribunal, de entrada precisa que el 

dictamen pericial rendido por el perito Yosef Farbiarz, carece de certeza, sobre 

la extensión de los daños causados a las edificaciones vecinas, ya que de 

manera general, señaló que las irregularidades mencionadas en el estudio, 

permitían concluir que la deformación del suelo derivada de la omisión de las 
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4 columnas y de los cambios en la cimentación, es “la causa probable de los 

daños en las edificaciones vecinas”. De otro lado, no se pone en duda los 

conocimientos del perito, pero lo cierto es que este omitió exponer las “reglas, 

métodos, procedimientos técnicos, científicos o artísticos” que le permitieron 

arribar a tal conclusión, lo cual era necesario para asignarle mérito 

demostrativo, en tanto que en el dictamen ni siquiera se detuvo en analizar los 

supuestos “daños” que la demandante alega fueron causados en los inmuebles 

de los vecinos Mónica Mattos y Fernando Antonio González. En síntesis, el 

perito, quien en audiencia afirmó que el objetivo del dictamen era “dar una 

opinión, un criterio profesional, técnico, acerca de los daños en las edificaciones 

vecinas” (min: 23 y s.s.), por ningún lado, dio cuenta acerca de en qué 

consistieron o cuáles fueron los “daños” ocurridos en los predios vecinos y que 

en este caso sirven de sustento de la pretensión de perjuicios en la modalidad 

de daño emergente elevada por la demandante, máxime que el especialista 

reconoció que su trabajo no fue de campo. 

 

El perito, de otro lado, señaló que sí conocía que la construcción se había 

adelantado en 2 etapas, pero que no sabía cuánto tiempo después se 

constituyó la etapa 2, advirtiendo que los constructores de esta segunda etapa, 

pudieron “haber verificado si el diseño originalmente cumplía con los requisitos 

o modificaciones que sufrió la norma NSR98 con la NSR10 y si hubiera visto 

que ya no cumplía, porque por ejemplo las fuerzas sísmicas ya eran más 

grandes para ese sitio de acuerdo con la normativa vigente o por otros 

aspectos, verificar qué modificaciones debió hacer”  (min. 23 y s.s.). Al ser 

cuestionado sobre si el daño se debe a la construcción de la etapa 1 o de la 

etapa 2, el experto en patologías estructurales, señaló: “los daños en las 

edificaciones vecinas ocurren normalmente por las deformaciones del suelo (…) 

es usual que cuando nosotros construimos un edificio, se pasen cargas al suelo, 

el suelo se deforma y afecta las edificaciones vecinas (…) Los daños aparecen 

cuando el edificio se carga completamente, simplemente porque ahí es cuando 

se transmiten las fuerzas” (min. 31 y s.s.). En efecto a folio 864 del trabajo 

pericial, el experto Yosef Farbiarz expuso que “Cuando se desarrolló la segunda 

etapa se presentaron daños en las construcciones vecinas”. 

 

En este orden, el Tribunal encuentra que, contrario a lo expuesto por el juez a 

quo, este dictamen, si bien da cuenta de irregularidades en el cumplimiento de 
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la normatividad sísmica, lo cierto es que no revela con solidez, claridad ni 

precisión en la forma en que los “daños” a las edificaciones vecinas se 

constituyeron o en qué consistieron.  En efecto, como la Corte Suprema de 

Justicia sostuvo en la sentencia SC010 de 21 de enero de 2021: “No se olvide 

que, acorde con la postura inalterable de la Corte, «la postura que asuman los 

peritos debe estar siempre respaldada en apreciaciones técnicas, científicas o 

artísticas (...), y que ésta debe indicar, por tanto, los experimentos e 

investigaciones, se entiende, de ese orden, verificados por el auxiliar para 

arribar a los resultados por él explicitados» (CSJ SC, 6 jul. 2007, rad. 7802); 

de ahí que las simples afirmaciones del auxiliar de la justicia, ayunas de 

cualquier sustento, no resulten admisibles como prueba”.  

 

Lo anterior, reviste importancia respecto a dos aspectos: la demandante solicitó 

el reconocimiento de los siguientes perjuicios en la modalidad de daño 

emergente: (i) $12’000.000°° por concepto de indemnización de perjuicios 

pagados a la vecina Mónica Mattos, por daños causados al inmueble de esta; 

y (ii) $6’800.000°° por la reparación del inmueble del colindante Fernando 

Antonio González Palacio. Sin embargo, en el expediente, en realidad no obra 

elementos probatorios que permita advertir con precisión y certeza el daño 

ocasionado en las casas vecinas, como se especifica a continuación:  

 

-El perito Yosef Farbiarz -el más calificado y que fue acogido por el juez- no dio 

cuenta de los elementos necesarios para llegar a tal conclusión. 

 

-La testigo Leonora Esther Mejía Salazar -cónyuge de Fernando González-, 

apenas refirió que “el problema es cuando empezaron a construir el segundo piso 

y todo, empezó a tarjarse mi casa, la mitad (…) pero fue cuando ya se empezó 

a construir el segundo y tercer piso que fue cuando empezó a ponerse fea la 

cosa, entonces ella mandó un trabajador y un señor a revisar y todo, llegaron a 

revisar los daños que había y cuando tuvo forma nos hizo unos pilares para 

sostener con profundidad [min. 5 y s.s.] (…) y respondió muy bien (…) No sé 

cuánto le pagó a la señora Mattos ni cuánto valía el arreglo que nos hizo a 

nosotros [min. 19 y s.s.] (…) La obra se suspendió y como a los 4 o 5 años 

volvieron a iniciar y ahí fue cuando empezó a sufrir mi casa (…) pero no entraron 

a tomar fotos cuando iban a iniciar la construcción del segundo piso y demás 

[min. 32 y s.s.]” 
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-El testigo Fernando Antonio González Palacio -cónyuge de la testigo Leonora-, a 

quien la demandante dice haberle hecho reparaciones en el inmueble colindante 

por valor de $6’800.000°°, declaró, “yo lo único que recuerdo es cuando entró la 

retroexcavadora a hacer los sótanos, a empezar la construcción y recuerdo que 

trabajaron ahí un poco de tiempo, hicieron hasta el primer piso estos señores (…) 

tomaron fotos en mi casa [min. 56 y s.s.] (…) hicieron hasta el primer piso no 

más, después estuvo parado mucho tiempo, la casa mía sufrió fisuras en las 

paredes, pero cuando ellas construyeron fue leve, más bien poco, ya cuando 

empezó a construir el primer piso, ya sí se agrieto más. La señora Eugenia me 

mandó un trabajador y un oficial a organizar todo”. Al ser cuestionado sobre 

cuánto costó el arreglo, dijo: “no, no tengo idea” (min. 57). Adicionalmente, al 

preguntársele ¿quién determinó que las fisuras fueron causadas por la 

construcción de la demandante?, el deponente señaló: “uno saca la conclusión 

de que es debido a la construcción que estaban haciendo enseguida, es de lógica” 

(hora 1, min: 5).  

   

Esta última respuesta del testigo Fernando González, se distancia  del escrito 

que él mismo dirigió a la Curaduría Segunda de Envigado –fechado 15 de enero 

de 2014 (fol. 106)-, en el que indicó:  “me permito informarle que mi propiedad 

al momento de la construcción que se estaba adelantando, se presentaron unas 

grietas en algunos muros, lo cual pudo haber sido consecuencia de la 

construcción o del desbordamiento de la Quebrada La Seca, cosa que sucedió 

en la misma época, pero no obstante lo anterior, la señora María Eugenia Cano 

procedió con el arreglo de las grietas, dejando todo en buen estado”. 

 

Hasta aquí, la Sala concluye que, respecto al colindante Fernando Antonio 

González, no se acreditó que los daños advertidos en la propiedad de este, 

hayan sido causados directamente por la construcción del edificio Cano. 

Además, en el expediente no se evidencia en qué consistió el referido daño y 

mucho menos la extensión del mismo, lo cual permite concluir, que no se 

estableció que el daño emergente pretendido por la demandante en tal sentido, 

tuviera relación de causalidad con la obra construida por los demandados. 

 

En cuanto a los daños que la demandante alega fueron causados en la 

propiedad de la colindante Mónica Mattos, en el expediente se observa: 
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- A folios 84 a 86 obra el Informe de Visita Técnica de la Oficina para la Gestión 

del Riesgo, datado el 13 de junio de 2013, a la propiedad de la señora Mónica 

Mattos, con el fin de verificar la “Afectación a viviendas aledañas a obra en 

construcción”, en el que se describe por la funcionaria que hace la visita: “Se 

observa dificultad para abrir y cerrar las puertas de ingreso y de los balcones 

del 2do y tercer piso, en el 1ero hay muchas humedades que pueden ser por 

el estado de las redes y una fisura vertical en una de las alcobas; el segundo 

es el más afectado, está fisurado todo el piso longitudinal/ por la mitad del 

enchape y hay grietas y fisuras generalizadas en muro y losa de techo, 

principalmente en los colindantes con la obra; el tercer piso también tiene 

fisurado el piso, especialmente la sala, los muros fisurados, grieta en el muro 

del balcón y humedades. Se presume que la obra es la que está afectando y 

no lo que expresaba la Sra. Mónica de la Quebrada, ya que la mayor parte de 

afectaciones iniciaron desde el mes de enero, cuando reinició la obra ubicada 

en la Calle 46 E Sur #39D -30 (…)”. Luego, en la visita de 20 de noviembre de 

2013, como recomendaciones, la funcionaria que hizo la visita anotó que “la 

necesidad es realizar las intervenciones de los tres pisos, con base en 

el criterio técnico de un ingeniero patólogo que certifique las posibles 

causas y las obras e intervenciones necesarias y efectivas para cada 

afectación y llegar entre las partes a una conciliación de estos arreglos (…)”.  

 

- A folios 90 a 95, obra copia del informe técnico de fallas estructurales en la 

construcción de Mónica Mattos, el cual fue presentado el 09 de diciembre de 

2013 por el ingeniero John Jairo Cuartas Salgado en el trámite llevado a cabo 

en la inspección municipal, en el que este refiere, luego de una inspección 

ocular, que “la propiedad de la señora Mónica Mattos Ardila presenta las 

siguientes afectaciones: agrietamiento de muros en primero, segundo y tercer 

piso, agrietamiento de dos losas de entrepiso con las que cuenta el edificio y 

desprendimiento de techo de los muros del último piso”. A lo que agregó que 

la causa de tales daños deviene de la construcción del edificio Cano al “suprimir 

un eje de columnas a una estructura además de cambiar su comportamiento 

completamente, aumenta las cargas trasmitidas a las fundaciones y a su vez 

los asentamientos esperados para la estructura”. (…). Asimismo, señaló que 

“para plantear soluciones adecuadas a este problema es necesario contar con 
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un estudio de suelo elaborado por una firma reconocida, debido a que los 

suelos de esta zona son de alta complejidad en su manejo”. 

 

-A folios 96 a 98 obra la declaración extra juicio de la demandante, en la que 

indica que en atención a la conciliación llevada a cabo el 12 de febrero de 2014, 

pagó la suma de $12’000.000°° a la señora Mónica Mattos, por concepto de la 

reparación integral de todos los daños y perjuicios causados en la propiedad 

de esta, para lo cual aportó copia de las respectivas consignaciones.  

 

- A folios 464 a 512 obra informe técnico presentado por el ingeniero  civil 

Fernando Díaz Espinosa -el cual data de diciembre de 2013-, sobre el 

“Diagnóstico estructural de las viviendas” de Mónica Mattos y María Eugenia 

Cano Pulgarín, en el que este, tras inspección ocular, concluyó que: “la 

propiedad de la señora MÓNICA MATTOS ARDILA (…) está afectada por un 

gran número de grietas en los tres pisos, observamos que un gran número de 

grietas son producidas por la humedad que tiene el primer piso, las grietas 

horizontales son producidas por movimientos en la estructura y grietas 

diagonales son producidas por asentamientos (…) Que debido al sistema 

estructural de la propiedad de la señora MONICA MATTOS (…) que consiste en 

un sistema de mampostería no reforzada y al no tener elementos que confinen 

los muros y elementos no estructurales, es susceptible a que cualquier 

movimiento o asentamiento produzca fisuras y grietas tanto en muros como 

en losas”. Finalmente, anotó que: “puedo concluir que todas las grietas y 

fisuras no son producidas por la construcción de la propiedad de la señora 

María Eugenia Cano Pulgarín”. (subraya y resalto, intencionales) 

  

-El mismo ingeniero Fernando Díaz Espinosa -quien rindió testimonio decretado 

de oficio en el presente proceso, y que además fue acordado por todas las 

partes en audiencia de 04 de octubre de 2017 (lo cual ahora desconoce sin 

fundamento la parte apelante)- declaró lo siguiente: “La conclusión que yo di 

era que la propiedad para el momento de la construcción y durante la 

construcción no afectó ni causó ningún perjuicio al colindante de enseguida. 

Que los daños del colindante se debían más bien a unos asentamientos del 

terreno del colindante” (hora 1, min: 56 y s.s.). Al referirse al concepto técnico 

del ingeniero John Jairo Cuartas -el cual también fue presentado en el trámite 

ante la inspección-, indicó: “El concepto era que debido a la construcción de 
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María Eugenia, habíamos producido unos daños en la propiedad colindante, lo 

cual yo le expliqué muchas veces que para mí y mis conocimientos no se habían 

producido esos daños, porque los asentamientos de esas propiedad eran del 

suelo de ella, debido a una humedad que ella [Mónica Mattos] tenía en la casa 

de ella. Los asentamientos de la señora María Eugenia son normales, los 

asentamientos de la señora Mattos y los vecinos ya son asentamientos que hay 

que mirar independientemente cada uno, pero el de la señora Mattos yo lo 

analicé y es producido por humedades del terreno de ella (…)” (hora: 1, min. 

45). 

 

-Por último, en el expediente, a folio 513 obra copia del documento suscrito 

por Rubi Gómez Aristizábal, que data de 20 de diciembre de 2013, dirigido a la 

demandante María Eugenia Cano Pulgarín, en el que aquella, al explicar las 

razones por las cuales desocupó el inmueble ubicado en el Cra. 40 #46d SUR-

44, 1er piso, expone: “Yo coloqué como causa de mi salida del inmueble que 

era por grietas, desajustes en puertas y ventana debido a la construcción del 

inmueble de la señora María Eugenia Cano, para que no me cobraran la 

penalidad anteriormente mencionada, pero esto en realidad no es así, como se 

puede evidenciar en la carta del 29 de julio, porque en realidad fue por motivos 

de convivencia con la señora Mónica. Estas grietas se venían presentando 

desde hace dos años y no han sido riesgo para habitarla. Inclusive, la casa 

desde un comienzo hace 8 años [en 2005] presentaba graves problemas de 

humedad de lo cual era conocedora la propietaria”. 

 

De todo lo anterior, el Tribunal colige que, en lo que tiene que ver con los 

daños padecidos por los vecinos Mónica Mattos y Fernando González en sus 

propiedades -daños de los cuales tampoco hay suficiente evidencia-, no existe 

prueba directa y precisa que permita establecer una relación de causalidad con 

la construcción derivada del contrato objeto de litigio, por lo que a la 

demandante no le asiste razón al pretender la indemnización del daño 

emergente por concepto de reparaciones en predios ajenos derivados de la 

construcción, por cuanto ella, carente de una prueba sólida, se consideró 

infundadamente responsable de un daño que no se sabe si la aquí demandante 

debía o no asumir, debido a que el origen del mismo no fue debidamente 

acreditado. Nótese que, de los elementos probatorios analizados, apenas se 

desprende meras afirmaciones desprovistas de estudios técnicos que informen 
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sobre la causa de los daños en las viviendas vecinas, máxime que, con 

anterioridad, estas bien pudieron presentar las mismas fallas por causas 

diferentes y, además, en la obra, también intervinieron otros constructores en 

una segunda etapa -en la que se refiere que los daños aparecieron en predios 

colindantes- sin que se conozca el comportamiento que aquellos tuvieron. Por 

tal razón, el juez de primera instancia, erró al determinar sin más, que los 

daños que la demandante alega que fueron causados en predios vecinos, 

obedecieron a la construcción del edificio Cano y si bien advirtió sobre la 

presencia de “concausas”, lo cierto es que ninguna de estas fue acreditada con 

rigor en el presente asunto. En tal sentido, la decisión será revocada en el 

segmento que ordena el pago de una indemnización derivada de la reparación 

que la demandante hizo en predios vecinos.  

 

Al respecto, ha de recordarse que, para que el daño sea susceptible de ser 

reparado se requiere que sea “’directo y cierto’ y no meramente ‘eventual o 

hipotético’, esto es, que se presente como consecuencia de la ‘culpa’ y que 

aparezca ‘real y efectivamente causado’ (Sentencias de 26 de enero de 1967 

(CXIX, 11-16) y 10 de mayo de 1997, entre otras)» (SC, 27 mar. 2003, exp. 

n.° C-6879”. 

 

4.7. En esta misma línea se habrá de precisar, a propósito, que a la 

demandante, no le asiste razón en los reparos dirigidos a obtener el pago de 

un daño emergente derivado de los gastos por concepto de estudios técnicos, 

memorias estructurales y renovación de la licencia de construcción, en tanto 

que estos no derivan de las omisiones estructurales cuestionadas en el edificio 

Cano,  sino que los mismos  -como bien lo advirtió el juez de primera instancia- 

se tornaban necesarios para continuar con la segunda etapa de la construcción 

debido a que la primera licencia se había vencido -por falta de recursos de la 

demandante para continuar la obra-, por lo que, en sí mismos, no constituyen 

un daño.  Además, el gasto que fue reconocido por concepto de estudio técnico 

requerido para el trámite de la querella, deberá ser revocado en esta instancia, 

debido a que, como ya se anotó, en este asunto, no quedó establecido que la 

construcción adelantada por los demandados Patricia Álvarez y Alberto Burgos 

Zapata, haya causado los daños en los predios vecinos, por lo que la 

demandante no demostró en este trámite que los gastos cubiertos por la 

pretensora fueran  imputables a los demandados, sino que ella optó por hacerlo 
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en las diligencias a que fue llamada sin que mediara sanción. En cuanto a este 

rubro entonces la sentencia de primera instancia será revocada.  

 

Asimismo, habrá de despacharse desfavorablemente el reparo dirigido a que 

se reconozca el perjuicio moral padecido por la apelante por activa, quien 

insiste en que se le indemnice el perjuicio que padeció, debido a la zozobra y 

angustia a que se vio sometida a raíz de los problemas con los vecinos, lo cual 

fue ratificado por el informe del psicólogo. En efecto, se repite, en este asunto 

no se acreditó la relación de causalidad entre la ejecución del contrato de obra 

celebrado con los demandantes y los daños de los predios vecinos, razón por 

la que un estudio sobre la prueba del perjuicio alegado se torna inane.  

 

4.8. La recurrente por activa agregó que el juez negó el reconocimiento del 

lucro cesante, sin practicar una inspección judicial, por lo que no pudo 

constatar que, en el Edificio Cano, la demandante tenía sauna y turco, es decir, 

la adecuación propia de un establecimiento de Spa y masajes. Además, señaló 

que, sin fundamento alguno, el juzgador negó los daños morales objetivados.  

No obstante, tal reproche será despachado desfavorablemente por las 

siguientes razones: (i) el lucro cesante pretendido, no tiene relación de 

causalidad con las irregularidades que el edificio Cano presenta -por el cambio 

estructural-, en tanto nada tiene que ver tal situación con la actividad 

desarrollada por la demandante.  Adicional a ello, resulta contradictorio, que 

ahora la demandante diga que en el edificio Cano contaba con la adecuación 

propia de un establecimiento de Spa y masajes, cuando en la demanda refirió 

que tuvo que vender el apartamento de Robledo, donde habitualmente atendía 

a la clientela. Con todo, se advierte que en materia contractual, solo se 

indemniza el daño previsible, salvo que este se impute a dolo, como lo 

preceptúa el artículo 1616 del Código Civil, al señalar “Si no se puede imputar 

dolo al deudor, solo es responsable de los perjuicios que se previeron o 

pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay dolo, es responsable de 

todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse 

cumplido la obligación o de haberse demorado su cumplimiento (…)”8. Y en 

                                                           
8 La Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC282 de 15 de febrero de 2021, reiteró que: 

[Los] perjuicios directos se clasifican y nuestra ley no es ajena a esa clasificación, en previstos 
e imprevistos, constituyendo los primeros aquellos que se previeron o pudieron ser previstos 
al tiempo de celebrarse el contrato, y los segundos, aquellos que las partes no han previsto o 
no han podido prever en ese mismo momento. De los primeros sólo es responsable el deudor 
cuando no se le puede imputar dolo en el incumplimiento por su parte de las obligaciones, y 
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este caso, en gracia de discusión, el perjuicio pretendido se tornaría 

imprevisible, en tanto el hecho de que la demandante no haya continuado con 

el ejercicio de la labor de cosmetóloga, no es una situación que los contratantes 

debieran o pudieran prever al momento de celebrar el contrato de obra, 

máxime que solo deben resarcirse los agravios que sean efecto directo de la 

conducta antijurídica. 

 

(ii) En cuanto al daño moral objetivado, como bien lo explicó el juez a quo, en 

síntesis, este corresponde al mismo daño material, en tanto no se comparte su 

independencia del lucro cesante si al final ambos terminan en la supuesta 

imposibilidad de ejercer la actividad mercantil de cosmetología y masoterapia. 

Sobre el particular, es pertinente traer a colación al profesor Javier Tamayo 

Jaramillo, quien, en el Tratado de Responsabilidad Civil, Tomo II, enseña que: 
 

“Los llamados perjuicios morales objetivados no son más que lo que 

tradicionalmente hemos denominado como perjuicios materiales. En 

gracia de discusión, podría aceptarse que cuando ese perjuicio material 

o pecuniario se derive de un perjuicio moral subjetivo, entonces tome la 

denominación de moral objetivado. Pero el daño emergente y el lucro 

cesante de un lado, y el moral objetivado por el otro, frente a una misma 

víctima y derivados de un mismo hecho son absolutamente 

incompatibles. Si se quiere, llámesele daño moral objetivado, pero no se 

le ponga a concurrir con el material, pues se trata de un mismo concepto 

bajo dos denominaciones diferentes excluyentes”. 

 

5. De la sanción derivada del juramento estimatorio: Al reconocerse en esta 

instancia la suma de CINCUENTA Y CUATRO MILLONES SESENTA Y SEIS MIL 

TREINTA Y SEIS PESOS ($54’066.036°°) por concepto de perjuicio a favor de 

la demandante, de manera oficiosa, se impone la revocatoria del ordinal cuarto 

de la sentencia de primera instancia, en la que se había condenado a la 

demandante al pago de la suma de $950.000°° a favor del Consejo Superior 

de la Judicatura, en tanto que la cantidad estimada en la demanda por 

concepto de perjuicios materiales, en este caso no excede en el cincuenta por 

ciento (50%) lo reconocido, por lo que no hay lugar a aplicar la sanción prevista 

en el artículo 206 del Código General del Proceso. 

                                                           
de estos y de los segundos, es decir, tanto de los previstos como de los imprevistos, es 
responsable el deudor cuando hay dolo de su parte… (SC, 29 oct. 1945, G.J. t. LIX, pág. 748). 
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 6. En este orden, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, la Sala 

dispondrá la revocatoria parcial de la sentencia de primera instancia, así: (i) Se 

modificará el ordinal segundo de la parte resolutiva, en cuanto se les impone 

a los demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata Burgos, la condena de 

pagar a la demandante la suma de $30’000.000ºº que recibieron por el valor 

del contrato, que indexados a la fecha de la sentencia equivalen  a 

$54’740.350°°, (ii) la revocatoria del ordinal cuarto de la sentencia y en su 

lugar, se absuelve a la demandante de la sanción solicitada, (iii) se condenará 

en costas de esta instancia a los demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata 

Burgos y como agencias en derecho, se fijará la suma de $2’000.000°°, 

equivalente a dos SMLMV, y (iv) se condenará en costas de instancia a la 

demandante, a favor del demandado John Fredy Arango Bolívar y como 

agencias en derecho se fijará $1’000.000°°, que equivale a 1 SMLMV. En lo 

demás, la providencia impugnada permanecerá incólume. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 

 

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal segundo de la parte resolutiva de la sentencia 

proferida el 08 de marzo de 2018 por el Juzgado 002 Civil del Circuito de 

Envigado, en el sentido que a los  demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata 

Burgos, se les impone la condena de pagar a la demandante la suma de 

$30’000.000ºº que recibieron por el valor del contrato, que indexados a la 

fecha de la sentencia corresponden  a CINCUENTA Y CUATRO MILLONES 

SETECIENTOS CUARENTA MIL TREISCIENTOS CINCUENTA PESOS 

($54’740.350°°). 

 

SEGUNDO: El monto anterior se cancelará en el término de ejecutoria de esta 

providencia, de lo contrario generará intereses moratorios a la tasa del 6% 

anual. 
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TERCERO: REVOCAR el ordinal cuarto de la sentencia, en el sentido de no 

imponer la sanción prevista en el artículo 206 del Código General del Proceso. 

Asimismo, se elimina la orden de indexación, por cuanto a la fecha de esta 

sentencia la condena se encuentra debidamente actualizada. 

 

CUARTO: En lo demás, por las razones expuestas en esta providencia, la 

decisión apelada permanece incólume.  

 

QUINTO. Costas de esta instancia así: (i) A favor de la demandante y a cargo 

de los demandados Patricia Álvarez y Alberto Zapata Burgos. Como agencias 

en derecho, se fija la suma de $2’000.000°°, equivalente a 2 SMLMV. (ii) A 

cargo de la demandante y a favor del demandado John Fredy Arango Bolívar. 

Como agencias en derecho, se fija la suma de $1’000.000°°, correspondiente  

a 1 SMLMV. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Los magistrados, 

 

 

MARTHA CECLIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

 


